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	Ministerio 
de Economía y Finanzas
	SMV

Superintendencia del Mercado

de Valores
 
	


   DECENIO DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PERÚ  -  AÑO DE LA INVERSIÓN PARA EL DESARROLLO RURAL Y LA SEGURIDAD ALIMENTARIA

Resolución de Superintendencia Adjunta SMV 

Nº 054-2013-SMV/11
	Lima, 31 de enero de 2013



Sumilla: 
Se declara infundado el recurso de reconsideración interpuesto por Empresa Agroindustrial Cayalti S.A.A. contra la Resolución de Superintendencia Adjunta SMV N° 108-2012-SMV/11.

	Administrado
	:
	Empresa Agroindustrial Cayalti S.A.A

	Asunto
	:
	Procedimiento Administrativo Sancionador

	Expediente N°
	:
	2011017250


El Superintendente Adjunto de Supervisión de Conductas de Mercados

VISTOS:

El expediente administrativo N° 2011017250 y el Informe Nº 1005-2012-SMV/11.2 de fecha 27 de diciembre de 2012 emitido por la Intendencia General de Cumplimiento de Conductas de la Superintendencia del Mercado de Valores;
CONSIDERANDO:

I. Hechos

1. Mediante Resolución de Superintendencia Adjunta SMV Nº 108-2012-SMV/11 (en adelante, la Resolución), notificada el 10 de julio de 2012 (en adelante, Resolución), se resolvió sancionar a Empresa Agroindustrial Cayalti S.A.A - Cayalti con una multa de 25 UIT equivalente a S/. 88, 750.00 (Ochenta y ocho mil setecientos cincuenta y 00/100 Nuevos Soles), por no haber remitido a la SMV y a la BVL la información señalada en dicha resolución dentro del plazo establecido por las normas;
2. Que, con fecha 01 de agosto de 2012, Cayalti interpuso recurso de reconsideración contra la citada Resolución;
3. Que, en observancia del Principio del Debido Procedimiento contemplado tanto en el Artículo IV, inciso 1, numeral 1.2, del Título Preliminar —principio general— como en el artículo 230°, inciso 2, —principio especial aplicable a la potestad sancionadora— de la Ley del Procedimiento Administrativo General (LPAG), por Oficio N° 5367-2012-SMV/11del 28 de diciembre de 2012, se puso a disposición de Cayaltí el expediente administrativo a que se contrae la presente Resolución para su revisión;

II. Cuestiones a determinar

4. Que, a criterio de esta Superintendencia Adjunta de Supervisión de Conductas de Mercado, corresponde determinar si procede o no reconsiderar la sanción impuesta en la Resolución impugnada por Cayalti;

III. Análisis

3.1 Argumentos del Recurso de Reconsideración 

5. Que, el recurso de reconsideración interpuesto por cayalti fue presentado dentro de la fecha límite establecida en el artículo 207° de la Ley de Procedimiento Administrativo General, Ley Nº 27444  (LPAG) y viene suscrito por letrado; asimismo, se debe indicar que dicho recurso fue presentado de acuerdo a lo establecido en el artículo 208º de la citada Ley;
6. Que, cayalti sustentó su recurso en base a los siguientes argumentos:
6.1. Cayalti alega que las infracciones cometidas califican como leves, por lo que cualquier afectación que puedan producir será de intensidad menor, por tanto en aplicación de este criterio correspondería imponer la menor sanción posible. Agrega que, contrariamente a lo estipulado en la resolución, los incumplimientos no ocasionaron perjuicio alguno ni al interés público, ni para el mercado, debido que no existe prueba alguna que acredite un perjuicio económico.

Para cayalti la resolución mantiene el criterio de daño implícito, por el cual el daño al interés público se encuentra implícito en la tipificación, siendo ello contrario a los principios del derecho sancionador y específicamente a la carga de la prueba que le corresponde a la Administración sobre cualquier supuesto agravante. Asimismo, señalando que si el daño o el perjuicio económico estuvieran implícitos en la tipificación, no sería posible sancionar con mayor intensidad a aquel que causó un mayor perjuicio, lo que es ilegal de acuerdo al artículo 230 numeral 3 del LPAG.
6.2. Cayalti señala que la resolución no tuvo en consideración que se cumplió con subsanar las infracciones, por lo que se debió reducir la sanción hasta el mínimo posible, por tratarse de un atenuante.
6.3. Cayalti manifiesta que “Los criterios aplicables al procedimiento sancionador por incumplimiento a los plazos en la remisión de información periódica y eventual” pueden incluirse en la evaluación de las circunstancias de la comisión de la infracción, pues reglan la graduación de la sanción en función del criterio tiempo de demora en la entrega de la información, por tanto, teniendo en cuenta que los plazos de demora en la remisión de la información fueron menores, ello debería conducir a la imposición de la menor sanción.
6.4. En relación al criterio del “Beneficio ilegalmente obtenido” manifiesta que no se había acreditado que las infracciones incurridas le hayan generado beneficio ilegal alguno, Cayalti considera que la aplicación de este criterio debió conducir a una sanción menor a la impuesta en la resolución.

6.5. Con respecto al criterio de la “Existencia o no de intencionalidad”, Cayalti considera que la aplicación correcta de este criterio llevaría a una menor sanción posible, en la medida que la resolución señaló que no se evidenció que la empresa haya actuado con la intención de infringir la normativa.
6.6. Finalmente Cayalti concluye manifestando que la resolución se limita a sumar de manera automática las sanciones que correspondería aplicar a cada sanción teniendo en consideración únicamente el factor tiempo de demora para graduar los montos de sanción, sin tomar en cuenta los criterios citados precedentemente;
3.2 Evaluación del Recurso de Reconsideración

7. Que, en relación con el primer argumento debemos señalar que en el Mercado de Valores, el incumplimiento de los plazos de presentación, por menor tiempo que sea, produce un descalce respecto de toda la información que debe presentarse al mercado, que afecta de un modo u otro la transparencia de la información, en la medida que tratándose de la remisión de información, los inversionistas se encuentran imposibilitados de conocer oportunamente la información, sea esta hechos de importancia o información financiera periódica, para la toma de sus decisiones de inversión; es decir dicho incumplimiento ocasiona que el inversionista que se encuentra pendiente de la información a ser remitida oportunamente, no pueda tomar decisiones informadas respecto de sus valores debido a la falta de información en el mercado, perjuicio que no puede dejar de reconocerse que ha sido generado por el incumplimiento de presentación de información;
8. Que, dicha situación se refleja  en el criterio referido a la gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido en la remisión oportuna de información, debido a que la inobservancia de los plazos establecidos genera desconcierto, desorden e incertidumbre respecto de la revelación de dicha información ya que como se ha mencionado, se priva a los inversionistas reales, potenciales y al público en general, afectando con ello la transparencia en el mercado, situación que se presenta al margen del posible perjuicio económico que la infracción pueda originar y que puede ser cuantificable y por lo tanto concreto;

9. Que, en relación al argumento sostenido por cayalti mediante el cual señala que la sanción es la suma de automática de sanciones, debemos señalar que la determinación de la sanción se ha efectuado a través de la aplicación de los criterios de sanción, los mismos que tienen como finalidad generar predictibilidad al administrado ante la comisión de infracciones, siendo un parámetro mínimo a observar por la Administración dentro de los rangos de sanción hasta las 25 UIT tomando en cuenta todos los criterios de sanción establecidos en la LMV y la LPAG;

10. Que, con relación al argumento presentado por Cayaltí respecto al criterio del perjuicio económico causado al interés público o al mercado, el cual no habría sido correctamente aplicado en la resolución, se debe indicar que los numerales 1 y 2 del considerando 29, evaluaron los mencionados criterios en aplicación de la sanción con la finalidad de graduarla e imponer una que responda a la razonabilidad del caso; 

11. Que, la resolución impugnada diferenció el criterio del daño al interés público y/o bien jurídico protegido, del agravante que constituye el perjuicio económico causado (numeral 2 del considerando 29). No obstante ello, cayalti en su recurso de reconsideración, considera de manera equivocada que el daño al interés público y el perjuicio económico causado constituyen el mismo criterio, por ello concluye que al no haberse determinado el perjuicio económico de alguien en particular, entonces le correspondería una sanción menor a la impuesta en la resolución;

12. Que, al respecto debe señalarse que la finalidad de la normativa sobre presentación oportuna de información radica en que los inversionistas tengan la posibilidad de utilizarla para tomar decisiones de inversión, garantizando con ello un mercado transparente. Por ello, y tal como lo señaló la resolución el bien jurídico protegido es la transparencia de la información, parámetro distinto al perjuicio económico causado, criterio que trata de identificar el daño concreto ocasionado a uno o varios inversionistas, el cual debe ser cuantificable económicamente;
13. Que, cabe señalar que los criterios de sanción aprobados por la Resolución SMV N° 006-2012-SMV/01, (Nuevos criterios de sanción) recogidos por la resolución impugnada establecen que de acreditarse, entre otros, la existencia de un perjuicio económico cuantificable, los montos mínimos a ser aplicados podrán incrementarse hasta el máximo permitido por la ley correspondiente;

14. Que, para el caso de los incumplimientos en la presentación oportuna de información, al estar tipificados como infracciones leves en el Reglamento de Sanciones aprobado por Resolución CONASEV N° 055-2001-EF/94.10 y modificatorias, las sanciones a aplicarse van desde una amonestación o multa, la cual debe ser no menor de una (1) UIT y hasta veinticinco (25) UIT, ello de conformidad con el artículo 22 de dicho reglamento;

15. Que, por tanto, en los casos que se detecte que algún participante del mercado haya sido perjudicado económicamente por el incumplimiento en la presentación oportuna de información de un emisor, se le podrá imponer, a este último, una sanción hasta el máximo permitido, es decir, se podrá aplicar por cada infracción cometida hasta veinticinco (25) UIT;

16. Que, con relación al argumento presentado por Cayaltí respecto que la resolución no tomó en cuenta que la empresa subsanó las infracciones, lo que constituiría un atenuante por el cual debería reducirse la sanción hasta el mínimo posible, se debe señalar que el considerando 43 de la resolución  señala que “…sin embargo en relación a los atenuantes a que se refiere el numeral vii) de los Nuevos Criterios de Sanción, que hace una remisión a lo dispuesto en el artículo 236-A de la LPAG, debe precisarse que se ha procedido a atenuar la sanción en los casos que se ha presentado la información antes de la remisión del oficio de cargos, los mismos que corresponden a diez de las catorce infracciones;” no siendo correcto lo señalado por Cayaltí al respecto;

17. Que, asimismo, la resolución ha evaluado en el considerando 25, numeral 3 el criterio de “antecedentes de sanción” con la finalidad de medir la sanción y hacerla proporcional a los antecedentes con los que Cayaltí cuenta; 

18. Que, en el criterio de circunstancias en la comisión de la infracción se recogen los hechos especiales y determinantes que rodean la comisión de la infracción, así de acreditarse la existencia de un caso fortuito o de fuerza mayor correspondería eximir o reducir la sanción. En el presente caso, cayaltí no ha demostrado que existieron las circunstancias que permitan justificar el incumplimiento de sus obligaciones;

19. Que, los Nuevos Criterios de Sanción establecen como circunstancias a ser valoradas: la falta de presentación de información requerida por la normativa, la fecha efectiva de entrega, entre otros. Cabe señalar que en el caso de la fecha efectiva de entrega, estos criterios contemplan de manera objetiva un incremento de la sanción por la cantidad de días de retraso en la presentación de la información; asimismo, se considera un monto adicional cuando la información no se presenta hasta la notificación del oficio de cargos o emisión del informe respectivo, según sea el caso;

20. Que, con relación  al beneficio ilegalmente obtenido, en el presente caso no se determinó que cayaltí haya obtenido algún beneficio con los incumplimientos en la presentación de su información financiera, pues de haberlo hecho, la resolución impugnada pudo haber impuesto una sanción mayor, por existir un agravante;

21.  Que, con relación a la existencia o no de intencionalidad, tal como lo señaló la resolución impugnada, no se ha evidenciado que Cayaltí haya actuado con la intención de infringir la normativa, por tal razón no se consideró este agravante; y,

Estando a lo dispuesto en los numerales 14 y 22 del artículo 43 del Reglamento de Organización y Funciones de la SMV, aprobado por el Decreto Supremo Nº 216-2011-EF, así como a los Antiguos Criterios de Sanción, y los Nuevos Criterios de Sanción. 
RESUELVE:

Artículo 1º.- Declarar Infundado el recurso de reconsideración interpuesto por la Empresa Agroindustrial Cayalti S.A.A contra la Resolución  de Superintendencia Adjunta SMV Nº 108-2012-SMV/11.
Artículo 2º.- Dar por agotada la vía administrativa.

Artículo 3º.- Transcribir la presente Resolución a Empresa Agroindustrial Cayalti S.A.A y a la Bolsa de Valores de Lima S.A.

Regístrese y comuníquese,
[image: image1.png]Signed by: PEREDA GALVEZ Roberts Enviaue (FAL20121018358)




Roberto Pereda Gálvez
Superintendente Adjunto
Superintendencia Adjunto de Supervisión de Mercados de Conductas
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